
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 
SALA CIVIL 

 
Medellín, veinticuatro (24) de mayo de dos mil veintidós (2.022) 
RADICADO: 05001 31 03 020 2020 00216 01 
Magistrado: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
 
Proceso:          Ejecutivo a continuación del declarativo 2005 00502.   
Auto: 046. 
Demandante: RODRIGO ALBERTO SIERRA LONDOÑO, quien actúa como 

heredero y para la sucesión de JORGE ENRIQUE SIERRA 
GONZÁLEZ. 

Demandado: CESAR TULIO SIERRA HENAO. 
Extracto:      Las causales de nulidad son taxativas. Confirma. 

 

 

ASUNTO A TRATAR 

  

 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por el demandado, 

contra el auto del veintinueve (29) de octubre de dos mil veintiuno 

(2.021), proferido por el JUZGADO VEINTE CIVIL DEL CIRCUITO de 

Medellín, el cual rechazó de plano la solicitud de nulidad presentada 

por el recurrente. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

El 10 de diciembre de 2.020 se libró orden de pago a favor del actor y 

en contra de los ciudadanos CESAR TULIO SIERRA HENAO, JORGE 

DE JESÚS, LUZ ALBA y RUTH, estos últimos de apellidos SIERRA 

LONDOÑO, pero el 27 de julio de 2.021 se reformó la demanda, 

excluyéndose a los codemandados SIERRA LONDOÑO, y 
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adecuándose los hechos y pretensiones, lo que fue admitido el 26 de 

agosto de 2.021, sentido en el cual se modificó el mandamiento de 

pago. 

 

Ante tal situación SIERRA HENAO presentó nulidad, la cual denominó 

como “PRETERMISION DEL TRASLADO DEL AUTO DE REFORMA” 

(sic) 1, alegando que se omitió hacerle el traslado del auto que admitió 

la reforma a la demanda, lo cual era un deber en los términos del 

artículo 6º del Decreto 806 de 2.020, lo que configura la nulidad 

dispuesta en los artículos 8º de esa misma norma y la prevista en el 

artículo 29 de la Constitución Nacional. 

 

El a quo en auto del 29 de octubre de 2.021 rechazó de plano tal 

solicitud, para lo que adujo que no se invocó ninguna de las causales 

de que trata el artículo 133 del C. G. del P.; en todo caso, que la 

admisión de la reforma se notificó por estados ya que el hoy recurrente 

estaba notificado de la demanda inicial, por lo que no era del caso 

realizarle el traslado como pretende; contrariamente, él tiene el deber 

de revisar las actuaciones del proceso, además que en el trámite se ha 

observado el debido proceso a que hace alusión la constitución. 

 

Frente a lo anterior SIERRA HENAO presentó los recursos de 

reposición y en subsidio apelación, insistiendo en la nulidad 

constitucional, manifestando que hubo pifias en el enteramiento del 

                                                            
1 En el mismo escrito presentó las siguientes “EXCEPCIONES PERENTORIAS”: (i) 

“Falta de requisitos del título”. Lo argumentó aduciendo que el título carece del requisito 

claridad dado que se le demanda por sumas de dinero específica, lo que afecta la 

determinación de la competencia y de la cuantía, sumado a que no se sabe si el ejecutante 

actúa en favor de todos los herederos o para una sucesión concreta; (ii) “Falta de 

legitimación por activa y por pasiva”. En tanto no se pretende en los términos establecidos 

en el acuerdo de herederos llevado a cabo ante el JUZGADO PROMISCUO DEL 

CIRCUITO de San Pedro de los Milagros, y menos, según los reconocimientos por que hizo 

esta Corporación (sentencia proferida el 2 de febrero de 2.017, radicado N° 05001 31 03 

003 2005 00502 00), debiéndose integrar el contradictorio con los herederos indeterminado 

de HERNAN SIERRA LONDOÑO y JORGE ENRIQUE SIERRA GONZÁLEZ. 
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auto que admitió la reforma, ya que a la luz del artículo 290 del C. G. 

del P. debió hacerse personalmente. 

 

Reconoció que el ejecutante le envió el escrito de reforma, pero no así 

el auto que la admitió, lo que transgrede el Decreto 806 de 2.020 y 

constituye una vía de hecho, sumado a que no se le concedió término 

para pagar, y que el tiempo otorgado en el numeral 3º Resolutivo del 

auto que admitió la reforma debió ser “doble”, ya que su domicilio está 

en otro municipio –Belmira, Antioquia-, ello según el artículo 291 del 

Estatuto Procesal. 

 

Agregó que sustituir todas las peticiones de la demanda inicial 

transgrede el derecho fundamental al debido proceso, específicamente 

la defensa y contradicción, así como el principio de publicidad, por 

ende, pide se deje sin efecto el auto recurrido. 

 

En providencia del 24 de enero pasado no se repuso la decisión, 

explicándose que desde el 8 de junio de 2.021 el señor SIERRA 

HENAO fue notificado personalmente, de hecho el día 23 de ese 

mismo mes y año contestó oportunamente a la demanda, por lo que 

para el 26 de agosto de 2.021, fecha en que se admitió la reforma de 

la demanda, el demandado ya estaba enterado del pleito, y en los 

términos del artículo 93.4 del C. G. del P. procedía la notificación por 

estados, por lo que el recurrente debió ser diligente y revisar lo actuado 

al interior del proceso, sin que sea cierto que se alteró la totalidad de 

las pretensiones o de los demandados.   

 

Que el demandado tuvo la oportunidad de ejercer su derecho de 

defensa dentro del término de ejecutoria de ese segundo auto, pero no 

lo que no hizo, así como tampoco en los cinco (5) días adicionales que 

se le otorgaron, sin que el término se extienda por tener el domicilio en 

otro municipio. Concedió la apelación subsidiariamente deprecada. 
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Así las cosas, por tratarse de providencia apelable según el artículo 

321.6 del C. G. del P., se procede a resolver la alzada, previas; 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

El recurso de apelación busca que el Superior estudie el asunto 

decidido en primera instancia, con el fin de revocarlo o reformarlo, 

sentido en el cual se dirigirá el siguiente análisis, ello dentro del 

principio de la limitación que impone el artículo 328 del C. G. del P.2. 

 

Sobre las nulidades, ha dicho la doctrina que son irregularidades que 

se presentan en el marco de un trámite y vulneran el debido proceso, 

y por su gravedad invalidan las actuaciones surtidas, por eso 

declarándolas se controla la validez de la actuación y se asegura a las 

partes el correspondiente derecho constitucional3. 

 

La oportunidad de alegarlas es en “… cualquiera de las instancias 

antes de que se dicten sentencia o con posteridad a ésta, si ocurrieren 

en ella.” (artículo 134 del C. G del P.), eso sí, las causales de nulidad 

son taxativas, es decir, no son otras que las previstas expresamente 

en la ley, posición reiterara por la jurisprudencia, al señalar: 

 

“… La naturaleza taxativa de las nulidades procesales se manifiesta en dos 
dimensiones: En primer lugar, de la naturaleza taxativa de las nulidades se 
desprende que su interpretación debe ser restrictiva. En segundo lugar, el 
juez sólo puede declarar la nulidad de una actuación por las causales 
expresamente señaladas en la normativa vigente y cuando la nulidad sea 
manifiesta dentro del proceso” (Corte Constitucional, sentencia T-125 de 

2.010). 

                                                            
2 El citado artículo reza en su parte pertinente; “El juez de segunda instancia deberá 

pronunciarse solamente sobre los argumentos expuestos por el apelante…”. 
3 Corte Constitucional, sentencia T 125 de 2010; ver también el auto ATC316-2022 de la 

Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia. 
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Y; 
 

“(…) las nulidades entendidas como la sanción que impone el legislador a un 
«acto procesal» que ha conculcado las «garantías judiciales» de los 
ajusticiados, se rigen por los parámetros de taxatividad, trascendencia, 
protección o salvación del acto, convalidación o saneamiento, legitimación y 
preclusión (…) El primero, que importa para despachar esta especie, predica 
que únicamente podrá nulitarse el «proceso» en los específicos eventos 
contemplados por la ley, de suerte que los acontecimientos que no hayan 
sido previamente tipificados por el legislativo no pueden ser atendidos por el 
Juzgador como motivo de supresión de lo trasegado, ya que, se itera, se 
«reclama la existencia de un texto legal reconociendo la causa de la nulidad, 
hasta el punto que el proceso sólo se considera nulo, total o parcialmente, 
por los motivos que taxativa y expresamente se hayan consagrado»”. 
Comillas y paréntesis en el texto original. (Corte Suprema de Justicia, Sala 
Civil, ATC500-2.022). 

 

Significa entonces que solo se pueden considerar como vicios que 

invalidan la actuación, aquellos expresamente señalados por el 

legislador, y excepcionalmente por la Constitución4. 

 

En el caso en estudio el hoy recurrente  en su momento presentó 

escrito pretendiendo la nulidad del auto calendado el 26 de agosto de 

2.021, mediante el cual se admitió la reforma de la demanda inicial, lo 

cual sustentó normativamente en el artículo 29 de la Constitución 

Nacional, y en el artículo 8° del Decretó 806 de 2.020. 

 

En cuanto a la denominada “nulidad constitucional”, lo que se dispone 

como tal en el inciso final del artículo 29 de la Carta Política, refiere a 

“la prueba obtenida con violación del debido proceso.”, esto es, la que 

tiene que ver con los medios de prueba o convicción, con debido 

proceso probatorio, lo que evidentemente no se adecúa a lo alegado 

como fundamento de la nulidad, por lo que lo mismo ha de ser 

descartado. 

 

                                                            
4 Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. 9 diciembre de 2008. Exp. 25297-3103-001-2002-

00003-01, refiriéndose a la nulidad por practicar pruebas con violación del debido proceso. 
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En lo que tiene que ver con el enteramiento que se le hiciera al 

demandado en cuanto a la “notificación personal”, el artículo 8° del 

Decretó 806 de 2.020 en su parte pertinente, reza: 

 

“Cuando exista discrepancia sobre la forma en que se practicó la notificación, 
la parte que se considere afectada deberá manifestar bajo la gravedad del 
juramento, al solicitar la declaratoria de nulidad de lo actuado, que no se 
enteró de la providencia, además de cumplir con lo dispuesto en los artículos 
132 a 138 del Código General del Proceso.” 

 

Es decir, la norma está atada a las causales de nulidad dispuestas en 

el artículo 133 del C. G. del P., por lo que bajo la misma y tras revisar 

los motivos de invalidez que allí aparecen, ninguno de ellos fue alegado 

por el recurrente, lo cual sustenta la decisión de primera instancia; sin 

embargo, revisados los recursos de reposición y apelación, se extrae 

que la presunta irregularidad denominada “pretermisión del traslado”, 

tiene que ver con la indebida notificación de una providencia, lo cual 

está consagrado en el numeral 8° del artículo 133 ídem, por lo que en 

aras de la motivación de la decisión, continuaremos con el análisis.  

 

Tal causal de nulidad, reza: 

 

“Artículo 133. Causales de nulidad. El proceso es nulo, en todo o en parte, 
solamente en los siguientes casos: 
“(…) 8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio 
de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás 
personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, 
o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, 
cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público 
o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser 
citado. 
“Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar 
una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del mandamiento 
de pago, el defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero será 
nula la actuación posterior que dependa de dicha providencia, salvo que se 
haya saneado en la forma establecida en este código.”. 

 

No obstante, lo argüido por el recurrente no se adecúa a dicho 

supuesto normativo, pues no se otea el indebido enteramiento, menos 

una omisión al respecto, se verificó que el mandamiento de pago inicial 
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le fue notificado personalmente desde el 8 de junio de 2.021 (Ver 

archivo “09ActadeNotificaciónCesar08062021.pdf”. Expediente 

Digital), por lo que no era necesario una comunicación similar sobre la 

aceptación de la reforma, tal como lo indicó el a quo. 

 

La actuación discutida y que se dice lleva a una irregularidad procesal, 

no lo es, pues la decisión se ajusta al ordenamiento, pues se hizo 

acatando el numeral 4° del artículo 93 del C. G. del P., el cual dice así:  

 

“4. En caso de reforma posterior a la notificación del demandado, el auto que 
la admita se notificará por estado y en él se ordenará correr traslado al 
demandado o su apoderado por la mitad del término inicial, que correrá 
pasados tres (3) días desde la notificación. Si se incluyen nuevos 
demandados, a estos se les notificará personalmente y se les correrá traslado 
en la forma y por el término señalados para la demanda inicial.”. 

 

Así, más que invocarse la existencia de un vicio procesal para dejar sin 

efecto el auto refutado, el objetivo es reabrir el debate cuando el 

ejecutado guardó silencio dentro del término de ejecutoria de la 

decisión que admitió la reforma, igualmente en los cinco (5) días de 

traslado del nuevo escrito. 

 

De todas maneras, no se sustituyó la totalidad de los demandados ni 

de las pretensiones, y si bien se prescindió de algunas personas 

naturales como demandadas, ello es viable a la luz de la parte final del 

inciso 2° del artículo 93 del C. G. del P., teniéndose la oportunidad para 

ejercer la defensa y contradicción según el numeral 3° Resolutivo del 

auto que admitió la reforma, el que apropósito, contrario a lo expuesto 

por el recurrente, no debió ser “doble”, pues no se estaba frente a la 

comunicación para la práctica de la notificación personal, aspecto que 

trata el artículo 291 ejusdem. 

 

Corolario, fue acertada la decisión del a quo, por ende, se confirmará. 

Sin costas en esta instancia en tanto no se advierte su causación 

(artículo 365.8 ídem). 
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Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín;   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto calendado el veintinueve (29) de 

octubre de dos mil veintiuno (2.021), proferido por el 

JUZGADO VEINTE CIVIL DEL CIRCUITO de Medellín, 

según se motivó. 

 

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente providencia, vuelva el 

expediente al Despacho de origen. Sin costas. 

 

Notifíquese; 

 

 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 


